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Diario Oficial de la Federación 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
  
La SCJN el pasado 22 de septiembre de 2025 
emitió varios acuerdos generales en lo que 
establece los lineamientos para diversos 
procesos y procedimientos ante el Poder 
Judicial de la Federación, mismos que prevén 
lo siguiente: 
 
Acuerdo General 8/2025 (12a.) 
   - Regula la admisión, trámite y resolución de 
solicitudes de atención prioritaria. 
   - Abarca juicios de amparo, controversias 
constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad. 
   - Incluye recursos y procedimientos 
derivados de dichos juicios. 
 
Acuerdo General 9/2025 (12a.) 
   - Establece el procedimiento para la 
declaratoria general de inconstitucionalidad 
   - Define los mecanismos de revisión y 
aplicación de declaratorias 
 
Acuerdo General 10/2025 (12a.) 
   - Establece reglas para la remisión de 
asuntos que controviertan la constitucionalidad 
de normas generales 
   - Define el proceso de envío a Tribunales 
Colegiados de Circuito para su conocimiento y 
resolución 
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Acuerdo General 11/2025 (12a.) 
   - Regula la remisión de recursos de revisión en amparo indirecto 
   - Especifica los procedimientos para los Tribunales Colegiados de Circuito 
 
Acuerdo General 12/2025 (12a.) 
   - Establece bases para la creación, integración y funcionamiento de Comités de 
Ministros y Ministras 
   - Define la estructura y operación de estos comités al interior de la Suprema Corte 
 
Fuente: 
 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768270&fecha=22/09/2025#gsc.
tab=0 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768271&fecha=22/09/2025#gsc.
tab=0 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768272&fecha=22/09/2025#gsc.
tab=0 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768273&fecha=22/09/2025#gsc.
tab=0 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768274&fecha=22/09/2025#gsc.
tab=0 
 
 
Varios. 
 
 
Presidencia de la República. 
 
El Ejecutivo Federal presentó el pasado 15 de septiembre de 2025, iniciativa para 
reformar la Ley de Amparo, el Código Fiscal de la Federación y Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
 
En cuanto a la Ley de Amparo se rescatan los siguientes puntos principales los 
que  consisten en: 
 

- Refuerza la promoción de amparos por medios electrónicos mediante el uso 
de la Firma Electrónica, así como su notificación y sustanciación. 

- Especifica que para acudir al amparo invocando interés legítimo, éste se 
caracterizará por ocasionar una lesión real actual y diferenciada al resto de las 
personas y no solo que el beneficio sea hipotético o eventual. 

- El amparo indirecto en contra de créditos fiscales en etapa de ejecución, sido 
impugnadas y hayan quedado firmes  por resolución de autoridad competente,  
o resoluciones que de resuelvan solicitudes  de  prescripción  de dichos 
créditos firmes, sólo podrá promoverse  el  amparo  hasta  el momento de  la 
publicación de  la convocatoria de remate,  caso en el cual  se harán valer las 
violaciones cometidas durante el procedimiento. 

- Las resoluciones en amparo indirecto se dictarán dentro de los 60 días 
naturales posteriores a la celebración de la audiencia constitucional. 

- La suspensión se otorgará a petición de parte, salvo que se trate de casos en 
que opere de oficio, y deberá de analizarse por el juzgador la apariencia del 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768270&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768270&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768271&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768271&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768272&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768272&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768273&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768273&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768274&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5768274&fecha=22/09/2025#gsc.tab=0
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buen derecho y el interés social. 
- En caso de competencia económica y telecomunicaciones, no son sujeto de 

suspensión, salvo en los casos de competencia económica en donde se 
impongan multas, desincorporación de activos, derechos, partes sociales o 
acciones. 

-  Se considera que existe perjuicio del interés social cuando de concederse la 
suspensión; 

- Se  permita  la comisión  o continuación de actos, operaciones o 
servicios que puedan favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 
manera efectiva en operaciones con recursos de procedencia ilícita 
conductas ilícitas relacionadas que pudieran dañar al sistema financiero, 
en los términos de las leyes vigentes. El órgano jurisdiccional,  en  todo 
caso, dejará  a salvo los  recursos necesarios para el pago de salarios u 
otro tipo de obligaciones contraídas con trabajadores, de alimentos 
decretados por autoridad competente, o bien, para asegurar la 
subsistencia de la persona física titular de la cuenta y de sus acreedores 
alimentarios, así como de créditos fiscales o hipotecarios para vivienda de 
uso propio, mientras se resuelve el juicio de amparo; supuestos que 
deberán quedar acreditados.  
 
La suspensión definitiva únicamente podrá ser concedida para la 
disposición de recursos contenidos en cuentas cuya licitud quede 
acreditada a juicio del órgano jurisdiccional. Tratándose del supuesto 
previsto en esta fracción, en ningún caso procederá la suspensión 
provisional. 

 
- Se impida u obstaculice que la autoridad  Competente  requiera, 
Obtenga  o disemine información Financiera  para la prevención У 
detección  de  operaciones  con recursos  de procedencia ilícita  o 
conductas ilícitas relacionadas. 
 
- Se continúe con la realización de actividades o prestación de servicios 
que requieran de permiso, autorización o concesión emitida por autoridad 
competente, cuando no se cuente con la misma o ésta haya sido revocada 
o se deje sin efectos, ya sea de manera provisional definitiva. 

 
- Se impida u obstaculice al Estado el ejercicio de sus facultades en 
materia de deuda pública, previstas en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las que se establezcan en las leyes de la 
materia. 

 
- Tratándose de créditos fiscales determinados en resoluciones liquidatorias 
que hubieren sido impugnadas y hayan quedado firmes por resolución de 
autoridad competente, o de actos que resuelvan sobre solicitudes de 
prescripción respecto de dichos créditos la suspensión podrá otorgarse 
discrecionalmente, la que surtirá efectos si se ha constituido garantía del interés 
fiscal ante la autoridad exactora en alguna de las formas previstas en las 
fracciones Io li del artículo 141 del Código Fiscal de la Federación. 

 
En cuanto al Código Fiscal de la Federación, se rescatan los siguientes puntos: 
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Es improcedente el recurso en contra de actos administrativos que exijan el pago de 
créditos fiscales determinados en resoluciones liquidatorias que hubieren sido 
impugnadas y hayan quedado firmes por resolución competente y que resuelvan 
sobre solicitudes de prescripción de créditos fiscales determinados en resoluciones 
liquidatorias que hubieren sido impugnadas y hayan quedado firmes por resolución 
competente. 
 
En relación a la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa: 
 

- Se exceptúa al Tribunal para conocer de actos administrativos que exijan el 
pago de créditos determinados fiscales en resoluciones liquidatorias que hubieren 
sido impugnadas y hayan quedado firmes por resolución de autoridad competente, o 
de actos que resuelvan sobre solicitudes de prescripción respecto de dichos créditos. 
 
 
Fuente: https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/66/2/2025-09-15-
1/assets/documentos/EJ_Ini_Ley_Amparo.pdf 
 
 
 
CRITERIOR PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
 
Registro digital: 2031288 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PR.CRT. J/7 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO. NO PROCEDE ORDENAR SU 
TRÁMITE CUANDO SE RECLAMEN ACTOS DE LA COMISIÓN FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA (COFECE) Y DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES (IFT) (ARTÍCULO 28, PÁRRAFO VIGÉSIMO, FRACCIÓN VII, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU 
TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 30 DE OCTUBRE DE 2024). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar si procede ordenar el trámite del incidente de suspensión en 
amparo indirecto contra actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia 
Económica (Cofece) y del Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), a que se refiere el 
artículo 28, párrafo vigésimo, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 30 de octubre de 2024, cuando así lo solicite la quejosa, independientemente de que exista 
una prohibición constitucional expresa para conceder la medida cautelar. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión 
y Telecomunicaciones determina que no procede ordenar el trámite del incidente de 
suspensión cuando se reclamen en amparo indirecto actos u omisiones de la Cofece y del 
IFT. 

https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/66/2/2025-09-15-1/assets/documentos/EJ_Ini_Ley_Amparo.pdf
https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/66/2/2025-09-15-1/assets/documentos/EJ_Ini_Ley_Amparo.pdf
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Justificación: El referido precepto constitucional –replicado en el artículo 128 de la Ley de 
Amparo– establece la prohibición absoluta de la procedencia de la suspensión contra actos 
de la Cofece y del IFT. Las personas juzgadoras que conozcan de los amparos promovidos 
en su contra no deben ordenar la tramitación del incidente respectivo, aun cuando lo solicite 
la quejosa, ya que invariablemente se negará la medida cautelar con fundamento en los 
mencionados preceptos y sin que exista materia para realizar el análisis de las normas y 
principios generales que rigen la medida cautelar. Lo anterior no impide a las personas 
juzgadoras pronunciarse sobre si el acto reclamado se encuentra en los supuestos de 
inejecutabilidad previstos en el propio precepto constitucional, pues como rectoras del 
procedimiento deben garantizar su legal tramitación y otorgar certeza jurídica a las partes, 
en atención al derecho de acceso efectivo a la justicia. 
 
PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
 
Contradicción de criterios 1/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados de 
Circuito Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad 
de México y jurisdicción en toda la República. 8 de abril de 2025. Mayoría de dos votos de 
los Magistrados José Luis Cruz Álvarez y Marco Antonio Rodríguez Barajas. Disidente: 
Magistrada Irma Leticia Flores Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrado José 
Luis Cruz Álvarez. Secretaria: Lorena Durán Chávez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, al resolver la queja 
147/2024, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República, al resolver las quejas 72/2024, 99/2024 y 140/2024. 
 
Nota: De las sentencias que recayeron a las quejas 72/2024, 99/2024 y 140/2024, resueltas 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad 
de México y jurisdicción en toda la República, derivó la tesis aislada I.2o.A.E.5 A (11a.), de 
rubro: "INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA ACTOS DE LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA 
(COFECE).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de abril de 
2025 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 48, abril de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 608, con número de registro 
digital: 2030194. 
 
De la sentencia que recayó a la queja 72/2024, resuelta por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción 
en toda la República, derivaron las tesis aisladas I.2o.A.E.6 A (11a.), I.2o.A.E.7 A (11a.) y 
I.2o.A.E.8 A (11a.), de rubros: "ACTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN VII, 
CONSTITUCIONAL. EL MANDATO DE NO EJECUTARLOS HASTA QUE SE RESUELVA 
EL JUICIO DE AMPARO ESTÁ DIRIGIDO A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, SURGE 
DESDE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA Y NO DEPENDE DE PRONUNCIAMIENTO 
PREVIO DEL JUZGADOR.", "SUPUESTOS DE INEJECUTABILIDAD PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 28, FRACCIÓN VII, CONSTITUCIONAL. EL JUZGADO DE DISTRITO TIENE 
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LA FACULTAD PARA DETERMINAR SI LOS ACTOS RECLAMADOS LOS ACTUALIZAN." 
y "SUPUESTOS DE INEJECUTABILIDAD PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN 
VII, CONSTITUCIONAL. EL PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A SI LOS ACTOS 
RECLAMADOS LOS ACTUALIZAN DEBE HACERSE EN EL CUADERNO PRINCIPAL DEL 
JUICIO DE AMPARO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 
de abril de 2025 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 48, abril de 2025, Tomo I, Volumen 1, páginas 607, 609 y 610, con 
números de registro digital: 2030181, 2030205 y 2030206, respectivamente. 
 
Registro digital: 2031278 
Instancia: Plenos Regionales 
Duodécima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PR.CRT.1 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
ACTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 28, VIGÉSIMO PÁRRAFO, FRACCIÓN VII, 
CONSTITUCIONAL. EL MANDATO DE NO EJECUTARLOS HASTA QUE SE RESUELVA 
EL JUICIO DE AMPARO ESTÁ DIRIGIDO A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, SURGE 
DESDE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA Y NO DEPENDE DEL PRONUNCIAMIENTO 
PREVIO DEL JUZGADOR. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar si procede ordenar el trámite del incidente de suspensión en 
amparo indirecto contra actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia 
Económica (Cofece) y del Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), a que se refiere el 
artículo 28, párrafo vigésimo, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 30 de octubre de 2024. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión 
y Telecomunicaciones determina que la inejecutabilidad de los actos en los que la Cofece 
imponga multas o desincorpore activos, derechos, partes sociales o acciones constituye un 
mandato constitucional dirigido a la autoridad administrativa, lo que implica que su 
obligatoriedad no depende del pronunciamiento previo de los Juzgados de Distrito. 
 
Justificación: Si bien el precepto referido establece la prohibición absoluta de la procedencia 
de la suspensión de los actos reclamados en vía de amparo, emitidos por el IFT y la Cofece, 
también prevé la posibilidad de diferir la ejecución de los actos en los que la Cofece imponga 
multas o desincorpore activos, derechos, partes sociales o acciones. 
A diferencia de la suspensión, que requiere un análisis para determinar si procede o no 
suspender la ejecución del acto reclamado, la inejecutabilidad de los actos referidos 
constituye un mandato dirigido al órgano regulador, lo que implica que su obligatoriedad no 
depende de la decisión del órgano jurisdiccional y es ajena al pronunciamiento de la medida 
cautelar, pues constituye una obligación impuesta al órgano regulador que debe cumplir de 
inmediato, desde la admisión de la demanda de amparo. 
 
PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
 
Contradicción de criterios 1/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados de 
Circuito Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad 
de México y jurisdicción en toda la República. 8 de abril de 2025. Mayoría de dos votos de 
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los Magistrados José Luis Cruz Álvarez y Marco Antonio Rodríguez Barajas. Disidente: 
Magistrada Irma Leticia Flores Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrado José 
Luis Cruz Álvarez. Secretaria: Lorena Durán Chávez. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción 
planteada. 
 
Registro digital: 2031279 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.3o.A.43 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
ALEGATOS EN LA REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE TENER POR 
PRESENTADOS EXTEMPORÁNEAMENTE LOS DE LA PARTE ACTORA EN EL JUICIO 
DE NULIDAD, SI TUVO CONOCIMIENTO DE LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO 
POSTERIORMENTE A SU ADMISIÓN. 
 
Hechos: En un recurso de revisión fiscal la parte actora del juicio contencioso administrativo 
federal presentó alegatos que se desecharon por haberse formulado extemporáneamente. 
Contra esa determinación interpuso recurso de reclamación. Argumentó que tuvo 
conocimiento del auto admisorio del recurso de revisión fiscal hasta que se lo notificó el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, porque el diverso proveído del Tribunal 
Colegiado de Circuito en el que se admitió el recurso se notificó por lista, y a partir de esa 
fecha corrió el plazo para presentar alegatos. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no pueden tenerse por 
extemporáneos los alegatos de la parte actora en el juicio contencioso administrativo federal 
ante la falta de notificación del acuerdo de admisión del recurso de revisión fiscal por parte 
de la responsable, máxime si dicho acuerdo se notificó por lista. 
 
Justificación: El artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
establece que ante la presentación de un recurso de revisión fiscal, la Sala responsable 
deberá emplazar a las partes para que dentro del término de quince días comparezcan ante 
el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de la revisión a defender sus derechos, lo que 
pueden hacer a través de la formulación de alegatos o, incluso, interponiendo el recurso 
adhesivo. Si bien el órgano jurisdiccional que conoce del recurso es quien debe notificar a 
las partes respecto de su admisión, y a partir de ahí inicia el plazo para la presentación de 
los alegatos, también lo es que la parte actora del proceso se encuentra imposibilitada para 
ejercer ese derecho, aun ante esa notificación, si a esa fecha la Sala responsable no lo ha 
emplazado, esto es, no ha hecho de su conocimiento la existencia del recurso. Ello es 
relevante, pues a través de esa notificación conoce de los agravios de la autoridad recurrente 
y puede pronunciarse al respecto. Máxime si la notificación de la admisión del recurso por el 
Tribunal Colegiado de Circuito se realiza por lista, por lo que aun ante ésta, la parte actora 
del juicio contencioso administrativo federal estaría impedida para manifestarse en relación 
con las consideraciones de la recurrente y, en todo caso, le implicaría una carga excesiva al 
tener que revisar diariamente las listas de todos los Tribunales Colegiados de Circuito que 
ejerzan jurisdicción sobre la Sala del conocimiento, a fin de verificar la radicación y, en su 
caso, admisión de un recurso de revisión fiscal interpuesto contra la sentencia dictada en el 
juicio de nulidad en el que es parte. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Recurso de reclamación 11/2024. 11 de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: David 
Cortés Martínez. Secretario: Héctor Alonso García Cruz. 
 
Registro digital: 2031289 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Duodécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.3o.A.47 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO DE MÉXICO. NO PROCEDE POR DECLARARSE LA 
NULIDAD DE UN ACTO ADMINISTRATIVO, SINO QUE DEBE ACREDITARSE QUE EL 
SERVIDOR PÚBLICO QUE LO EMITIÓ ACTUÓ CON DOLO O CULPA. 
 
Hechos: Se promovió amparo directo contra la sentencia del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de México en la que negó el pago de los daños y perjuicios 
solicitados en términos del artículo 240 del Código de Procedimientos Administrativos local, 
como consecuencia de la nulidad de la resolución negativa ficta impugnada. El Tribunal 
argumentó que no basta para condenar a las autoridades demandadas que se solicite la 
indemnización conforme al precepto referido, sino que debe precisarse en qué consisten los 
daños y ofrecer los medios para demostrar su existencia. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la indemnización por 
daños y perjuicios referida no procede como consecuencia inmediata de la declaración de 
nulidad de un acto administrativo, sino que depende de la acreditación del dolo o de la culpa 
del servidor público al emitirlo o ejecutarlo. 
 
Justificación: En la jurisprudencia P./J. 43/2008, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación realizó la distinción entre la responsabilidad objetiva y directa –actividad irregular 
del Estado– y la subjetiva e indirecta –actividad regular–. La primera se apoya en la teoría 
del riesgo, donde resulta ajeno si hubo o no intencionalidad dolosa, mientras que la segunda 
sí implica negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño. En ese contexto, los 
daños y perjuicios a que se refiere el señalado artículo 240 están inmersos en esta última. 
La pretensión de su pago exige, en principio, que el reclamante demuestre que algún servidor 
público los generó o causó con la emisión o ejecución del acto impugnado, sea con 
conocimiento y voluntad de ello –dolo–, o que derivaron de su falta de cautela o precaución 
en las disposiciones normativas que lo rigen –culpa–. No basta con acreditar la nulidad del 
acto administrativo que, a decir del afectado, generó los daños y perjuicios, sino que es 
necesario que a través de las pruebas que exige el propio precepto se demuestren las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que se expresan como parte de los hechos en la 
demanda, a través de los que quede demostrado el dolo o la culpa del servidor público. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 232/2023. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Vladimir 
Véjar Gómez. Secretario: Andrés Martínez Martínez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 43/2008 citada, aparece publicada con el rubro: 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE 
RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA.", en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 719, con número de registro 
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digital: 169428. 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas.


